Sentencia 101/2005, de 20 de abril, en relación con el Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre, por el que se aprueba el Plan Director de la Red de Parques Nacionales (publicada en el B.O.E. de 20.5.2005). 
a) Antecedentes 
- Promotor del conflicto: Andalucía (nº 2287/2000). 

- Norma impugnada: Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre, por el que se aprueba el Plan Director de la Red de Parques Nacionales. 

- Extensión de la impugnación: Arts. 1, 2 y 3 del Real Decreto y los siguientes apartados del Anexo que contiene dicho Plan Director: Apartado 1 c); apartado 3, epígrafes 2 c) y d); 3 a), b), j), k), l), ll) y m); 4 c), d), e) y f); 5; 6 l), m) y n); y 8 c); apartado 4, epígrafes 3; 4; 5; 6; y 7; apartado 5, epígrafes 1 c) y e); 2 a), b) y c); 3; 4; 5; 6; 8; y 9; apartado 6; apartado 7 y apartado 8. 

- Motivación del conflicto: Considera Andalucía que los preceptos impugnados vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma en las materias de “medio ambiente” y de “espacios naturales protegidos” (arts. 13.7 y 15.1.7ª EAAnd), con infracción, asimismo, de los arts. 149.1.23ª y 156 CE, que, respectivamente, atribuyen al Estado la competencia para establecer la legislación básica en materia de medio ambiente y consagran el principio de autonomía financiera de las Comunidades Autónomas. 

b) Comentario - resumen 
1. Considera la Comunidad Autónoma de Andalucía que, la alegada infracción de los preceptos constitucionales y estatutarios obedece, por un lado, a que ni el Real Decreto 1803/1999 ni su Anexo, que contiene el Plan Director de la Red de Parques Nacionales aprobado por aquél, incluyen declaración alguna acerca del carácter básico de sus previsiones, lo que supone un incumplimiento de los requisitos formales de la normativa básica exigidos por la jurisprudencia constitucional y, por otra parte, el Real Decreto otorga a las prescripciones del Plan Director el carácter de “directrices” de obligado cumplimiento, menoscabando de este modo la competencia que asiste a la Comunidad Autónoma de Andalucía para elaborar y aprobar los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales y los Planes Rectores de Uso y Gestión de los Parques Nacionales 

En cuanto al encuadramiento competencial de los preceptos recurridos, los inscribe la sentencia en las materias de “medio ambiente” y “espacios naturales protegidos”, no obstante hace observar que, “pudiera ocurrir que determinados aspectos puntuales hayan de ponerse en relación también con las competencias que en materia de ‘ordenación del territorio’, u otras sectoriales más específicas (así, las de caza, pesca fluvial y lacustre, turismo, ocio y tiempo libre e investigación, etc.)”, dado que la planificación se proyecta sobre el territorio de los Parques Nacionales (F.J. 3). 

En relación con el reproche de la Comunidad Autónoma respecto al carácter de “directrices” del contenido del Plan Director de la Red de Parques Nacionales impide que, el ejercicio de las competencias de Andalucía para aprobar los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales y los Planes Rectores de Uso y Gestión relativos a los Parques Nacionales de su territorio, considera el Tribunal que “se adecua al orden al orden constitucional de distribución competencial que el Plan director de la red de parques nacionales tenga el carácter de directrices a los efectos del art. 8.1 de la Ley 4/1989 y, por tanto, carácter básico (art. 8.2 de la misma Ley), pudiendo con ello condicionar el contenido de los planes rectores de uso y gestión de los parques nacionales (art. 19.4 de la Ley 4/1989, en la redacción dada por la Ley 41/1997). Pero, a la vez, hemos dejado abierta la posibilidad de que las prescripciones normativas concretas del Plan Director puedan exceder del carácter básico, invadiendo así las competencias autonómicas”. 

2. Enjuicia la sentencia a continuación pormenorizadamente los preceptos que han sido objeto de impugnación: 

∗ Artículos 1, 2 y 3 del Real Decreto 1803/1999, cuyo texto se reproduce: 

∗ “Art. 1: Objeto. Se aprueba, con el texto que se acompaña en el Anexo, el Plan Director de la Red de Parques Nacionales”. 

∗ “Art. 2: Vigencia del Plan Director. El Plan Director de la Red de Parques Nacionales tendrá una vigencia de siete años”. 

∗ Art. 3: Directrices para la ordenación de los recursos naturales. El Plan Director que se aprueba tendrá el carácter de directrices para la ordenación de los recursos naturales, a los efectos establecidos en los arts. 8.1 y 22 bis.2 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestre”. 

En primer lugar, rechaza el Tribunal que las normas impugnadas carezcan de carácter básico al no contener declaración en este sentido, pues estima que la “la remisión que el art. 3 del Real Decreto impugnado realiza expresamente, con la finalidad de calificar su propio alcance, a dos preceptos legales que tienen declarada su naturaleza básica, constituye en sí misma una formulación de su cobertura constitucional que hace innecesario, incluso, el recurso a complicadas operaciones de inferencia que determinen cuál sea su encuadramiento competencial. En suma, la declaración por remisión que lleva a cabo el art. 3 del Real Decreto 1803/1999 no deja lugar a dudas acerca del título competencial del Estado en que se incardina toda la norma, lo que permite concluir que los tres artículos impugnados que estamos examinando satisfacen los requisitos formales exigibles de las normas básicas de acuerdo con el canon de enjuiciamiento antes descrito”. 

Tampoco acepta el Tribunal el argumento de la Comunidad Autónoma en el sentido que los preceptos impugnados se excedan de los límites constitucionales fijados por las normas de carácter básico, al señalar que “En efecto, los arts. 1 y 3, respectivamente, declaran la aprobación del Plan Director y fijan su cobertura constitucional, sin mayor precisión normativa. De lo que se deriva que el exceso sustantivo que se les atribuye no es predicable de su propio tenor literal, sino que, a lo sumo, dicho exceso podrá atribuirse al Plan director aprobado, en la medida que se aprecie así en sus prescripciones normativas. Es más, el hecho de que no se impugne la totalidad del Plan director conlleva ya que la parte actora asume la adecuación constitucional de lo no impugnado, lo que, inmediatamente, otorga validez, respecto de ello, a los artículos 1 y 3 del Real Decreto”. 

Respecto al artículo 2, estima el Tribunal que “ninguna infracción de la normativa básica en su dimensión material puede derivarse de la fijación de la vigencia de un plan, vigencia que constituye, desde otra perspectiva y en línea con lo sostenido respecto de otros plazos [STC 98/2001, de 5 de abril, FJ 8 c), con cita de las SSTC 104/1988 y 190/2000], un criterio necesario de coordinación con la Administración autonómica, competente para aprobar otros planes que han de adaptarse, también temporalmente, a lo regulado en el Plan Director”. 

Por lo que concluye diciendo que “los arts. 1, 2 y 3 del Real Decreto 1803/1999 no vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía” (F.J. 6). 

3. Procede a continuación la sentencia a analizar el Anexo del Real Decreto, relativo al Plan director de la Red de Parques Nacionales, en relación con el cual Andalucía ha alegado distintos motivos de infracción constitucional, siendo el primero la “falta de cobertura constitucional expresa”, alegación que la sentencia rechaza ya que la “incardinación competencial contenida en el art. 3 del Real Decreto se predica explícitamente del Plan Director”. 

Por otra parte, se alega que el Gobierno no puede aprobar el Plan Director atribuyéndole el carácter de “directrices”, es decir, de norma básica, argumento también rechazado, al considerarlo plenamente constitucional “sin perjuicio de la constatación que hicimos de que siempre queda abierta la posibilidad de que las determinaciones normativas del Plan Director puedan exceder de la competencia básica del Estado y sean, por ello, impugnadas” (F.J. 7). 

4. Seguidamente aborda el Tribunal el examen de las impugnaciones relativas a apartados concretos del Plan Director de Parques Nacionales, y en primer lugar el apartado 1 (objetivos del Plan Director), epígrafe c, “que configura entre los ‘objetivos generales del Plan Director, a desarrollar mediante el programa de actuaciones de la Red contenido en el presente Plan Director’, el siguiente: 

‘c): Establecer las directrices necesarias en materia de conservación, uso público, investigación, formación, educación, sensibilización social y desarrollo sostenible’”. 

En relación con este epígrafe, manifiesta que “presenta un contenido puramente programático y genérico, relativo a las medidas que han de adoptarse en diversas áreas o segmentos de la actividad administrativa para alcanzar la efectividad del Plan, por lo que no excede del ámbito de lo básico”. (F.J. 8). 

∗ Apartado 3 [Directrices Generales para la gestión coordinada de la Red] se impugnan sus epígrafes 2 c) y d); 3 a), b), j), k), l), ll) y m); 4 c), d), e) y f); 5; 6 l), m) y n); y 8 c). 

􀂃 El epígrafe 2.c) y d) dispone lo siguiente: 

“c) No se autorizará la introducción de taxones alóctonos, y se procurará la erradicación de las poblaciones ya existentes. Sólo en casos extraordinarios y debidamente justificados, se podrán establecer excepciones a la erradicación para aquéllas ya integradas en los procesos naturales y cuya desaparición pueda menoscabar la conservación de otras especies nativas”. 

“d) Si existen pruebas suficientes de que la proliferación de una especie causa daños significativos a otras especies, comunidades, o valores reconocidos, se podrán aplicar medidas de control que en ningún caso implicarán la erradicación cuando se trate de especies nativas. Dichas medidas, que deberán justificarse adecuadamente, serán selectivas, basadas en datos científicos, ejecutadas por personal especializado, y tuteladas por la Administración”. 

En cuanto al epígrafe 2 c) y d) manifiesta la sentencia que “El epígrafe 2 c) no vulnera las competencias autonómicas, pues contiene una prohibición de alcance conservacionista que se incardina sin dificultad en la competencia estatal de salvaguardia del entorno natural. Además, la prohibición regulada no vacía las competencias normativas autonómicas, pues permite la regulación del proceso de erradicación y de los casos extraordinarios y justificados que se excepcionan de la prohibición. 

Lo propio ocurre con el epígrafe 2 d), pues establece un criterio protector de las especies y comunidades a través de medidas razonables y de carácter general, lo que permite que la Comunidad Autónoma desarrolle las medidas de control sobre las especies dañinas”. 

􀂃 Respecto al epígrafe 3 [Directrices en relación con el uso público y atención al visitante] a), b), j), k), l), ll) y m) disponen lo siguiente: 

“a) Se facilitará el disfrute del visitante basado en los valores del parque, de modo compatible con su conservación. Se dará prioridad y se fomentarán las actividades de paseo y contemplación. Se ofrecerán para ello áreas donde poder apreciar la soledad y la integridad del ambiente natural. En este sentido se prestará especial atención a los valores culturales, estéticos, educativos y científicos, dándoles prioridad sobre los de carácter meramente turístico o recreativo”. 

“b) Con el fin de atender a los visitantes se establecerán diferentes circuitos y sistemas interpretativos en función de su dificultad y se ofrecerán oportunidades de disfrute de la naturaleza para los menos capacitados, de tal modo que, hasta donde sea posible, todos los ciudadanos tengan las mismas oportunidades”. 

“j) Se considerará actividad extraordinaria cualquier actividad no específicamente regulada en las presentes directrices y que requiera autorización por escrito de la administración para poder realizarse. Se excluye de esta categoría, aun en los casos que requieran autorización por escrito, el trabajo de información y la fotografía y video amateur” . 

“k) No se podrá autorizar ninguna actividad extraordinaria si contradice las normas del parque, va en detrimento de sus valores o de sus objetivos, tiene un riesgo elevado de generar daños a las personas o a la propiedad o si incide de forma significativamente negativa en el funcionamiento normal del parque, en la protección de los recursos o en el uso por parte de los visitantes”. 

“l) Excepcionalmente podrán autorizarse actividades extraordinarias como pruebas deportivas, espectáculos públicos u otras sesiones de entretenimiento si, además de cumplir lo señalado en la directriz anterior, concurren las dos condiciones siguientes: 

1. Existe una asociación significativa entre los objetivos del parque y la actividad propuesta, y 

2. Contribuye a mejorar la comprensión de la significación de los parques por el público. Se exigirá el pago de un canon a la administración del parque para su celebración. No se autorizará, sin embargo, la celebración de actividades extraordinarias cuyo fin principal sea comercial, publicitario o de lucro”. 

“ll) Para la autorización de otras actividades extraordinarias como rodaje de películas, producciones de televisión y reportajes en general se exigirá la ausencia de espectadores”. 

“m) Para la autorización de toda actividad extraordinaria se exigirá el depósito de una fianza o la contratación de un seguro por parte del promotor. La administración podrá establecer tarifas que, al menos, tendrán por objetivo el reembolso de los gastos generados por la concesión del permiso y el seguimiento de las actividades autorizadas”. 

Señala el Tribunal que “El epígrafe 3 a), b) y l) no tiene carácter básico en materia de ‘medio ambiente’ y vulnera por ello las competencias autonómicas. Aunque su regulación guarda conexión con la mejor protección del parque nacional.... Por el contrario, dichas medidas constituyen regulaciones positivas de las actividades correspondientes a las materias de la promoción del turismo y de la cultura, el desarrollo comunitario y el ocio, cuando sobre las mismas la Comunidad Autónoma de Andalucía ha asumido la competencia exclusiva (arts. 13, 17, 26, 30 y 31 EAAnd), competencias estas últimas que no resultan desplazadas por ejercerse en el territorio del Parque, sino que concurren con las estatales. Además, no puede olvidarse que Andalucía tiene asumida la competencia de desarrollo de las bases en materia de ‘medio ambiente’. En definitiva, la afectación transversal de las competencias autonómicas no se produce mediante límites puntuales de la actividad perjudicial para el parque, sino mediante una regulación sustantiva que va más allá”. 

“Por el contrario, tienen naturaleza básica el epígrafe 3 j), salvo su último inciso (‘se excluye de esta categoría, aun en los casos que requieran autorización por escrito, el trabajo de información y la fotografía y vídeo amateur’) y k), pues, respectivamente, definen las actividades extraordinarias a desarrollar en los parques nacionales y su prohibición en caso de peligro para el parque, todo ello con un enunciado general tendente directamente a la evitación de daños en aquél, enunciado que es susceptible de desarrollo normativo de distintas alternativas por parte de la Comunidad Autónoma de Andalucía y que permite la regulación autonómica de las actividades sustantivas que puedan resultar afectadas. 

Los apartado ll) y m) también son pues, respectivamente, establecen criterios generales para compatibilizar el disfrute del visitante y la conservación de los valores de los parques y para que proceda el otorgamiento de la autorización relativa al desarrollo de actividades extraordinarias en los parques (ausencia de espectadores, exigencia de depósitos, seguros o tarifas, etc.), siendo su finalidad la preservación de aquéllos”. 

􀂃 Epígrafe 4 [Directrices en relación con la investigación y seguimiento de los recursos] c), d) e) y f): 

“c) Los proyectos de investigación, así como la toma de muestras o datos que se pretendan realizar estarán sometidos a autorización previa por la administración del parque. Cada proyecto deberá ser adecuadamente justificado y se podrá recabar asesoramiento científico independiente para su evaluación”. 

“d) Dado que la capacidad de los parques para acoger estudios de investigación es limitada, se dará prioridad a los proyectos recogidos en los planes rectores. A continuación se considerarán los encaminados a la resolución de los problemas de gestión y, finalmente, aquellos que por su naturaleza no puedan realizarse fuera de los parques o que requieren unas condiciones ambientales difícilmente repetibles fuera de los mismos”. 

“e) En general, las actividades de investigación con incidencia negativa sobre el medio no deberán ser autorizadas. Sin embargo, con carácter excepcional, se podrán autorizar cuando los resultados de la investigación sean esenciales para el manejo de los recursos”. 

“f) Los resultados de la investigación deberán hacerse públicos y se promoverá tanto su publicación, como su transferencia una vez elaborados, incluso antes de su publicación, y en particular aquellos que puedan tener incidencia en la gestión del parque. Cuando sea apropiado, las actividades y los resultados de la investigación serán divulgados e interpretados con el fin de mejorar la comprensión del medio ambiente por parte del público. No obstante, por razones de seguridad, la administración del parque podrá declarar confidencial la información referente a la ubicación de recursos particularmente frágiles”. 

Señala la sentencia que “aunque el epígrafe en su conjunto se refiera a la ‘investigación’, por el contrario nos encontramos ante una regulación típicamente transversal, característica de la materia de ‘medio ambiente’, la cual se configura, así, como un límite proteccionista respecto de las actividades investigadoras que las distintas Administraciones competentes pretendan regular”. 

“En definitiva, no nos encontramos en un supuesto concurrencial en el mismo espacio físico de materias de igual objeto y de titularidad de Administraciones distintas (la ‘investigación’), sino en un caso de afectación transversal, pues el Estado es competente, en principio, para establecer unas directrices que preserven el entorno natural que constituyen los parques nacionales de los posibles efectos nocivos que para los mismos pudieran derivarse de las regulaciones específicamente investigadoras que tanto el Estado como las Comunidades Autónomas pudieran establecer”. 

En cuanto a si la norma estatal excede del ámbito de lo básico vulnerando de esta forma las competencias de la Comunidad Autónoma, considera el Tribunal que “de este epígrafe tiene carácter básico la letra c), que somete a autorización administrativa a los proyectos de investigación que se realicen en el parque pues se orienta, simplemente, a que tales proyectos no perjudiquen a aquél, confiriendo a las Comunidades Autónomas un margen amplio de desarrollo de este criterio y, especialmente, su aplicación concreta. 

Del mismo carácter básico participan el epígrafe 4 d), primer inciso, relativo a los proyectos de investigación incluidos en los planes rectores, y e), limitativo de las actividades investigadoras si perjudican al parque, siendo extensivos aquí los razonamientos que se acaban de hacer sobre el epígrafe c). 

Por el contrario, los epígrafes 4 d), segundo inciso, y f) no son básicos, pues no contienen criterios sustanciales de orden conservacionista y entran en regulaciones de detalle impropias de las normas básicas y que corresponde regular a las Comunidades Autónomas”. 

􀂃 Epígrafe 5 [Directrices en relación con las explotaciones y con los aprovechamientos y usos tradicionales] ha sido impugnado en sus letras a), b), c) y d): 

“a) La existencia en el interior de los parques de explotaciones extractivas de recursos naturales o minerales, así como de aprovechamientos hidráulicos o hidroeléctricos, con destino al proceso de producción o comercialización es incompatible con los fines declarativos de un parque nacional. En el caso de presencia de alguna de estas explotaciones, la gestión tenderá a su supresión que, en el supuesto de concesiones o autorizaciones administrativas, supondrá, al menos, su no renovación a la finalización de las mismas”. 

“b) Con carácter general, la caza y la pesca, como actividades recreativas o como aprovechamiento de animales silvestres, son incompatibles con los objetivos y finalidades de un parque nacional por las repercusiones que tienen sobre los procesos naturales y por su impacto sobre el uso público. No obstante, por necesidades de control de poblaciones, y con carácter excepcional, se podrá autorizar, en condiciones estrictamente controladas, y cuando no exista otra solución satisfactoria, el empleo de artes cinegéticas o piscícolas siempre y cuando se hayan utilizado tradicionalmente y no produzcan efectos negativos en el medio ambiente”. 

“c) Con carácter excepcional se podrán autorizar las actividades tradicionales artesanales de pesca o marisqueo litoral, desarrolladas históricamente por la población local. No se autorizará un aumento de la presión sobre el recurso. La administración del parque regulará el aprovechamiento al objeto de que el mismo resulte compatible con la conservación de los valores y procesos naturales del parque nacional”. 

“d) Los usos y aprovechamientos tradicionales practicados históricamente en los parques, que no supongan un impacto negativo significativo en los procesos ecológicos, se consideran compatibles y podrán mantenerse, supeditados a la conservación de los valores naturales. A tal fin, cuando resulte necesario, se adecuarán en intensidad, forma y demás condiciones de realización para garantizar su compatibilidad con los objetivos del parque”. 

Señala la sentencia en cuanto al epígrafe 5 a), “que contiene una declaración genérica de incompatibilidad de las explotaciones extractivas de recursos naturales y minerales y de aprovechamientos hidráulicos e hidroeléctricos con la declaración de un parque nacional, de modo que la existencia de aquéllas debe tender a su supresión mediante técnicas diversas, como la no renovación de las concesiones o autorizaciones a la finalización de las mismas”, regulación que no vulnera las competencias de la Comunidad Autónoma al situarse “en la esfera de las competencias estatales atribuidas por el art. 149.1.13 y 23 CE, pues la valoración de la implicación del interés general a que se refiere el art. 128.1 y 2 de la propia Constitución y del que se conecta a la relevancia de la preservación de los valores de la biodiversidad en los espacios más representativos corresponde a las instancias estatales, máxime cuando el criterio a adoptar ha de proyectarse sobre los parques nacionales de todo el territorio nacional”. 

Por lo que respecta al epígrafe 5 b), considera que, “la medida en el ámbito de la legislación básica del art. 149.1.23 CE, pues conecta con el canon que hemos formulado acerca del posible mayor detalle de las normas básicas en esta materia, lo cual se plasma con la máxima intensidad en lo relativo a las diversas medidas de protección que afectan a los parques nacionales y satisface también el canon de afectación específico de las competencias sectoriales de las Comunidades Autónomas. En suma, el epígrafe 5 b) no vulnera las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía”. 

“Los epígrafes 5 c) y d) tienen también carácter básico, pues contienen criterios sobre las actividades tradicionales artesanales de pesca o marisqueo litoral que compaginan la preservación de la biodiversidad en el Parque con las competencias autonómicas, aun limitando éstas, pues dichos límites no son irrazonables y no vacían las competencias de Andalucía, que puede imponer condiciones más estrictas”. 

􀂃 Epígrafe 6 [Directrices en relación con las infraestructuras del Parque] l), m) y n): 

“l) Se evitará la construcción de otras infraestructuras en el interior de los parques nacionales, salvo en casos excepcionales, debidamente justificados por razones de protección ambiental o de interés social en el área de influencia socioeconómica, y en los que no exista otra solución satisfactoria”. 

“m) Las infraestructuras e instalaciones ajenas a la gestión del parque, existentes en virtud de autorización administrativa, concesión, ocupación o cualquier otro título de derecho, podrán mantenerse hasta la expiración de su periodo de vigencia. Finalizado éste se procederá a la revisión de las condiciones de su autorización con el objeto de garantizar su compatibilidad con los objetivos del parque. En caso de impactos ambientales negativos significativos no se autorizará la renovación. La administración podrá, en casos justificados, establecer medidas correctoras para minimizar los impactos existentes, incluida la eliminación de la instalación, antes de la finalización del correspondiente título administrativo”. 

“n) Igualmente, para casos de instalaciones, edificios o infraestructuras singulares, históricamente valiosas, estéticamente caracterizadoras, y cuya conservación se juzgue compatible con los objetivos del parque, la administración, si desaparece la necesidad para la que en el pasado hubieran sido habilitadas, podrá mantenerlas, incorporándolas a las infraestructuras de gestión del parque, en la forma más conveniente y siempre que resulte posible”. 

“Todos estos apartados se caracterizan porque establecen limitaciones estrictas respecto a la actividad constructiva de instalaciones, infraestructuras y edificios, disponiendo que los ya existentes en el territorio del parque puedan mantenerse o consolidarse, salvo cuando generen un impacto negativo en aquél, y que sólo se construyan otros nuevos cuando resulte imprescindible”. 

“En suma, se trata de normas de protección del medio ambiente de carácter transversal, que son, sin duda, estrictas, pero también de carácter específico y que no impiden el ejercicio de otras competencias sectoriales y, específicamente, de las de ordenación del territorio. A mayor abundamiento, desde la perspectiva estrictamente medio ambiental, estas normas son susceptibles de permitir tanto el establecimiento de niveles más intensos de protección como de posibilitar el desarrollo de sus propios términos. En conclusión, estos apartados no vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma”. 

􀂃 Epígrafe 8 [Directrices de organización, imagen y coordinación administrativa], letra c), que establece: 

“c) La imagen corporativa de los parques nacionales, incluidos medios materiales y vestuario de personal, se adecuará a lo que para la red se establezca. Su uso será de uso obligatorio para, al menos, aquellos profesionales de la red que desarrollen labores en contacto con el público”. 

Se trata de un precepto que determina “un criterio general, sin contenido normativo concreto” que busca establecer criterios básicos que garanticen la Unidad de la Red de Parques Nacionales por lo que concluye diciendo que “no infringe las competencias de la Comunidad Autónoma”. (F.J. 9). 

∗ Apartado 4 [Directrices para la planificación de los Planes Nacionales], del cual se han impugnado los epígrafes 3, 4, 5, 6 y 7. 

􀂃 El epígrafe 3 [La zonificación de los Parques Nacionales]. 

“La zonificación es la organización del territorio de un parque nacional en función del valor de sus recursos y de su capacidad de acogida para los distintos usos, con el fin de minimizar los impactos negativos y de asegurar un uso del espacio compatible con la conservación de sus recursos naturales. 

Para los parques nacionales se establecen las zonas siguientes, ordenadas de mayor a menor grado de protección: 

a. Zona de reserva. 

b. Zona de uso restringido. 

c. Zona de uso moderado. 

d. Zona de uso especial. 

e. Zona de asentamientos tradicionales, sólo en los casos en que así se requiera...”. 

Considera el Tribunal que “la regulación contenida en este epígrafe constituye, sin duda, uno de los elementos centrales de la competencia estatal establecida en el art. 149.1.23 CE, pues se acomoda a la necesaria protección de la red de parques nacionales la determinación precisa de una zonificación predicable de todos los parques nacionales, describiendo el específico nivel de protección de cada zona. Es relevante apreciar, a los efectos de confirmar su carácter básico, que estamos ante una zonificación abstracta que no impone una determinada proyección territorial, en cuanto a dimensión o localización, de cada zona en todos los parques, aunque sí su necesaria existencia. 

Se trata de una regulación sin duda básica... En este sentido, apreciado el tenor literal de la regulación básica correspondiente a cada zona, es fácilmente apreciable que cada Comunidad Autónoma dispone de un margen considerable para, primero, proyectar la dimensión y localización de cada zona en el territorio concreto de cada uno de sus parques nacionales y, luego, para concretar, asimismo, en cada zona las determinaciones básicas”. 

Por todo lo expuesto concluye que este epígrafe no vulnera las competencias de Andalucía. 

􀂃 Epígrafe 4 [Contenido el Plan de Uso y Gestión. Que comprende: 

a) Objetivos y criterios. 

b) Jurídico-normativa y regulación de actividades. 

c) Programación de actividades a desarrollar por la administración del Parque]. 

“Este epígrafe, en su integridad, vulnera las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía. En efecto, la Ley 4/1989 atribuye a las Comunidades Autónomas la aprobación de los Planes rectores de uso y gestión (art. 19.1 y 3), habiendo declarado este Tribunal que dicha competencia no puede supeditarse a que la Comisión Mixta de Gestión elabore el proyecto correspondiente [art. 23.5 a)], afirmando así la plena competencia de las Comunidades Autónomas para aprobar estos planes”. 

􀂃 Epígrafe 5 [El proceso de elaboración de los Planes Rectores de Uso y Gestión]. 

También este epígrafe vulnera las competencias de la Comunidad Autónoma puesto que, señala la sentencia, “carece de carácter básico la imposición a las Comunidades Autónomas de un determinado modo de elaboración de los Planes de su competencia, máxime cuando en el proceso de elaboración regulado se prevén intervenciones de la Comisión Mixta de Gestión que hemos estimado inconstitucionales en nuestra STC 194/2004”. 

􀂃 Epígrafe 6 [Elaboración de los Planes Sectoriales]. 

“Partiendo de que el art. 23.5 c) de la Ley 4/1989 ha sido declarado inconstitucional [STC 194/2004, F.J. 14 b)], a este epígrafe le es de plena aplicación lo dicho respecto de los epígrafe 4 y 5, por lo que infringe las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía”. 

􀂃 Epígrafe 7 [Otras cuestiones relacionadas con la planificación de los Parques Nacionales]. 

“Este epígrafe, al regular el modo concreto de llevar a la práctica la planificación que corresponde realizar a la Comunidad Autónoma, incide de lleno no sólo en un ámbito normativo exento de carácter básico, sino incluso en la esfera propia de la gestión autonómica. Por ello, y por prever la intervención en las labores de gestión de órganos ajenos a la propia Comunidad, vulnera sus competencias”. (F.J. 10). 

∗ Apartado 5 [Programa de actuaciones de la Red], del que han sido impugnados sus epígrafes 1 c) y e); 2 a), b) y c); 3; 4; 5; 6; 8; y 9. 

􀂃 Dentro del apartado 5 procede el Tribunal al examen del epígrafe 1 [Actuaciones generales y consolidación de la Red dentro de la política nacional de conservación de la naturaleza] c) y e). 

“Ambos epígrafes, en cuanto que, respectivamente, sólo regulan el establecimiento de un marco de cooperación con los titulares de los derechos afectados para mejorar la inserción de las propiedades en los parques y la fijación de criterios generales sobre deslindes públicos y, aun ello, sin contener medidas concretas al respecto, no exceden de la competencia estatal básica, pues las Comunidades Autónomas son las competentes para instrumentar normativamente ambas previsiones de carácter general y llevarlas a la práctica”. No obstante, “se excluye, en línea con lo enjuiciado en la STC 194(2004, el último inciso de ambos apartados (‘en colaboración con las Comisiones Mixtas de Gestión de los diferentes Parques’), incisos que, efectivamente, vulneran la competencia autonómica”. 

􀂃 Epígrafe 2 [Conservación de los valores naturales contenidos en la Red de Parques Nacionales] a), b) y c). 

Señala la sentencia que “este epígrafe, en su integridad, tiene carácter básico(art. 149.1.23 CE), pues se orienta a ‘establecer mecanismos que permitan asegurar la conservación de los valores y procesos naturales de la Red de Parques Nacionales’, fijando una triple actuación de indudable relevancia medioambiental. Puesto que estas actuaciones tienen un enunciado genérico, susceptible de diversas orientaciones técnicas de orden normativo y de gestión, encajan por ello plenamente en el concepto de lo básico, aunque impongan determinados plazos, pues se asegura así el cumplimiento de las medidas sustantivas necesarias para garantizar la homogeneidad de la red de parques nacionales”. 

􀂃 Epígrafe 3 [Uso público de los Parques Nacionales] ha sido impugnado en su totalidad. 

“Este epígrafe carece de carácter básico ex art. 149.1 23 CE, salvo sus letras d) y e), pues la creación de un centro de interpretación y de una central de reservas, en ambos casos para todos los parques de la red, se inscribe en el marco coordinador y de cooperación en la materia y que sólo puede establecer el Estado por su dimensión supraautonómica no susceptible de fragmentación por el propio alcance de sus cometidos. Sin embargo, ha de reconocerse el carácter básico del párrafo inicial del epígrafe, que precede a los puntos impugnados y que contiene el objetivo a alcanzar”. 

􀂃 Epígrafe 4 [Sensibilización y participación social en la red de Parques Nacionales]. 

“Las previsiones normativas de este epígrafe, relativas a la estrategia de comunicación, los programas de voluntariado y el patrocinio y mecenazgo en los parques nacionales, por relevantes que pudieran ser, no constituyen medidas de protección ambiental en sentido estricto y, por ello, vulneran las competencias sectoriales de la Comunidad Autónoma de Andalucía a que nos venimos refiriendo”. 

􀂃 Epígrafe 5 [Investigación]. 

Señala en este punto el Tribunal que aunque este epígrafe regula “el establecimiento de un marzo de colaboración y asesoramiento con la comunidad científica a efectos de promover programas de investigación en los Parques Nacionales”, sin embargo, considera que, “algunas previsiones de este epígrafe, por los términos en que se enuncian, vulneran las competencias autonómicas y no sólo las correspondientes a la materia de medio ambiente, sino las de ‘investigación’, que son de carácter exclusivo (art. 13.29 EAAnd), si bien en concurrencia con el Estado (art. 149.1.15 CE). 

En efecto, el establecimiento en las letras a) y c) de un programa de investigación para toda la red en colaboración con la comunidad científica, que habrá de afectar a los parques de Andalucía, sin prever la participación autonómica, y la previsión de elaboración de un atlas para cada parque, con idéntica exclusión de la participación autonómica, vulneran las competencias antedichas de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

No obstante, no vulnera las competencias autonómicas la previsión contenida en el apartado b) de que pueda crearse en los parques que lo requieran un comité científico de apoyo y asesoramiento, en razón al margen normativo de que la Comunidad Autónoma dispone para el cumplimiento de esta directriz. Sin embargo, ha de reconocerse el carácter básico del párrafo inicial del epígrafe, que precede a los puntos impugnados que contiene el objetivo a alcanzar”. Por lo tanto, concluye diciendo que, el epígrafe 5 a) y c), vulnera la competencia de la Comunidad Autónoma. 

􀂃 Epígrafe 6 [Desarrollo sostenible e integración social]. 

Este epígrafe sobre el que declara la sentencia “carece de carácter básico”, sólo prevé como instrumento de promoción para el desarrollo sostenible de las poblaciones de los Parques Nacionales ayudas a otorgar tanto por el Estado, como por las Comunidades Autónomas con carácter potestativo que no resultan encuadrables en la materia de medio ambiente. 

􀂃 Epígrafe 8 [Imagen y coherencia]. 

“Algunas de estas medidas (completar la señalización, reglamentar el uso de la imagen por terceros, promover la información de los ciudadanos, etc.) en cuanto que van mas allá de la formalización de la identificación unitaria de la red de parques nacionales a que nos referíamos en el fundamento jurídico 9 f), teniendo por objeto aspectos estrechamente relacionados con la gestión de dichos parques y fijando incluso plazos para alcanzar los objetivos propuestos, y en cuanto que se adoptan sin el concurso y cooperación de las Comunidades Autónomas, exceden las competencias del Estado y resultan inconstitucionales. Sin embargo, el inciso ‘renovar la imagen corporativa y la identidad gráfica de la red’ de su letra a), por lo ya dicho en el fundamento jurídico 9 f), se inscribe en la competencia estatal”. 

􀂃 Epígrafe 9 [Organización administrativa y formación del personal]. 

En relación con las “medidas dirigidas a ‘asegurar una estructura administrativa y de gestión así como establecer un sistema de promoción de personal’, inmediatamente se aprecia que dichas medidas no constituyen normas de preservación medioambiental, sino prescripciones encauzadas a la mejor preparación del personal encargado de la gestión de los parques y de las estructuras administrativas de las que dicho personal forma parte. Por ello, es obvio que la regulación de estas cuestiones no corresponde al Estado sino a las Comunidades Autónomas, competentes para realizar esa gestión”. 

Por tanto, sus letras a) -financiación y asignación de prioridades- y c) -formación y perfeccionamiento- vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Por el contrario, su letra b) -establecimiento de un centro de documentación y de un banco de datos relativos a todos los parques- se inscribe en la competencia estatal, por razón de coordinación y supraterritorialidad”. (F.J. 11). 

∗ Apartado 6, [Fuentes financieras y criterios de distribución], impugnado en su totalidad. 

Para el Tribunal, “este apartado, impugnado con el argumento de que vulnera el art. 156 de la Constitución y con ello el principio de autonomía financiera de la Comunidad Autónoma de Andalucía, no contiene la infracción constitucional denunciada, sino que, por el contrario responde perfectamente a la competencia estatal establecida en el art. 149.1.23 CE”. 

“En conclusión, no se produce vulneración de la autonomía financiación de la Comunidad Autónoma de Andalucía, pues ésta habrá de recibir los fondos correspondientes, tras la previa operación de territorialización que marca el precepto, para hacer efectiva en los parques nacionales de su territorio la aplicación del Plan Director, siendo obvio reiterar que las Comunidades Autónomas, podrán, si así lo deciden en ejercicio de su autonomía política y de gasto, destinar fondos propios complementarios para la mejor gestión de sus parques”. (F.J. 12). 

∗ Apartado 7 [Evaluación y seguimiento del Plan Director]. 

Señala la sentencia que “No se aprecia tampoco la infracción del orden constitucional de competencias en este apartado, pues siendo competencia estatal la elaboración y aprobación de dicho Plan, que se impone a todos los parques nacionales de España, nada impide que el Organismo Autónomo Parques Nacionales realice anualmente una memoria de la ejecución del Plan director, siendo claro, de otro lado, que para dicha elaboración aquél organismo deberá servirse de los datos e información general que le proporcionen las Comunidades Autónomas que ejecutan el Plan. Además, la elevación de la Memoria al Consejo de la Red, ‘para informe y aprobación si procede’ garantiza plenamente las competencias de aquéllas”. (F.J. 13). 

∗ Apartado 8 [Ejecución, vigencia y revisión del Plan]. 

“Este punto excede, en su totalidad, de la competencia estatal, pues atribuye a un órgano estatal y a las Comisiones Mixtas los diversos aspectos de la ejecución del Plan Director, ejecución que corresponde realizar a las Comunidades Autónomas en sus respectivos territorios, de acuerdo con lo resuelto en la STC 194/2004”. (F.J. 14). 

5. Para terminar en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide: 

“Estimar parcialmente el conflicto positivo de competencia núm. 2287/2000, planteado por el Consejo de Gobierno e la Junta de Andalucía contra diversos preceptos del Real Decreto 1803/1999, de 26 de noviembre, por el que se aprueba el Plan Director de la Red de Parques Nacionales y, en consecuencia: 

1.º Declarar que vulneran las competencias de la Comunidad Autónoma, de Andalucía, los siguientes apartados del Anexo de dicho Real Decreto que contiene el Plan Director de la Red de Parques Nacionales: Apartado 3, epígrafes 3 a), b), j), último inciso y l); 4 d), segundo inciso, y f); apartado 4, epígrafes 4; 5; 6; y 7; apartado 5, epígrafes 1, último inciso de las letras c) y e); 3 a), b), c) y f); 4; 5 a) y c); 6; 8, salvo el inciso ‘renovar la imagen corporativa y la identidad gráfica de la red’ de su letra a) y 9 a) y c); y apartado 8. 

2.º Desestimar el conflicto positivo de competencia en todo lo demás”. 

6. Voto particular que formula el Magistrado D. Roberto García-Calvo y Montiel. 

Centra el Magistrado su discrepancia en la interpretación que realiza la sentencia en relación con el epígrafe 5 b) que considera que “no merma la competencia autonómica en materia de caza en el resto del territorio”, cuando, afirma el Magistrado en su voto particular, es “precisamente en el territorio especialmente protegido de los Parques Nacionales, que es el espacio privilegiado para la conservación de las especies y donde más sentido y justificación tiene, precisamente, el ejercicio de las competencias sectoriales autonómicas (que, nunca se olvide, siempre tienen que garantizar la conservación y el fomento de las especies), se vacía absolutamente dicha competencia sectorial, mediante un ejercicio que es especialmente intenso y extenso y, además, expansivo en contra de lo afirmado en la STC 102/1995 de la competencia estatal, que choca frontalmente con la que corresponde exclusivamente a las Comunidades Autónomas”, por lo que concluye diciendo que el epígrafe en cuestión vulnera las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

